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Acontinuación, compartimos el análisis de Gemma Fabregat, Of Counsel de Sagardoy, sobre tres 
sentencias recientes que tratan aspectos relevantes del derecho laboral. Este documento tiene 
como objetivo destacar los aspectos clave de cada resolución y ofrecer una visión clara de sus 
implicaciones prácticas: 

• Cómputo de faltas de asistencia al trabajo a efectos de despido disciplinario. 
• Complemento de IT y guardias médicas. 
• Despido por ineptitud sobrevenida y obligación de ajustes razonables. 

 

 
CÓMPUTO DE FALTAS DE ASISTENCIA AL TRABAJO 

A EFECTOS DE DESPIDO DISCIPLINARIO 

 

STS 1283/2025, de 19 de diciembre de 2025, rec. 702/2025 

La sentencia resuelve un recurso de casación para la unificación de doctrina en el que 
se plantea el modo de cómputo del período de “un mes” al que el convenio colectivo 
aplicable vincula las faltas de asistencia al trabajo como infracción susceptible de 
sanción disciplinaria, en particular si dicho período debe entenderse referido a un mes 
natural o a un período continuado de fecha a fecha. 

El litigio trae causa del despido disciplinario acordado por la empresa el 28 de julio de 
2023, por faltas injustificadas de asistencia al trabajo calificadas como muy graves. El 
Juzgado de lo Social nº 41 de Madrid, en sentencia de 21 de mayo de 2024, desestimó 
la demanda y declaró la procedencia del despido. Interpuesto recurso de suplicación 
por la trabajadora, la STSJ de Madrid de 12 de diciembre de 2024, rec. 769/2024, revocó 
la resolución de instancia y declaró la improcedencia del despido, al considerar que el 
período de “un mes” debía computarse como mes natural y que, aplicando dicho 
criterio, no se alcanzaba el número de faltas exigido para la calificación de la infracción 
como muy grave, con invocación del principio in dubio pro operario. 
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Frente a dicha resolución, la empresa interpuso recurso de casación para la unificación 
de doctrina, aportando como sentencia de contraste la dictada por la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Las Palmas de Gran Canaria, de 22 de febrero de 
2006, en la que se había considerado que el cómputo del período de “un mes” debía 
realizarse de fecha a fecha y no por meses naturales. Aunque el MF interesó la 
desestimación del recurso por inexistencia de contradicción, el TS aprecia su 
concurrencia al constatar que en ambos supuestos las personas trabajadoras fueron 
despedidas por faltas de asistencia al trabajo y que la distinta calificación del despido 
dependió exclusivamente del criterio utilizado para delimitar el período temporal de 
referencia, siendo irrelevante que las normas convencionales aplicables fueran 
distintas. 

Al abordar el fondo del asunto, el TS identifica como cuestión determinante la 
delimitación del período temporal de “un mes” a efectos del cómputo de las faltas de 
asistencia, recordando que el art. 54.2 a) ET tipifica como causa de despido 
disciplinario las faltas repetidas e injustificadas de asistencia al trabajo y que, en este 
caso, la infracción imputada a la trabajadora se refiere exclusivamente a las faltas de 
asistencia al trabajo, quedando fuera de la calificación disciplinaria otras conductas 
reflejadas en los hechos probados, lo que refuerza la necesidad de concretar el marco 
temporal aplicable para el cómputo de dichas ausencias.  

Precisa, asimismo, que el convenio colectivo aplicable es el Convenio de pluralidad de 
empresas vinculadas por razones organizativas Atlas Servicios Empresariales, S.A.U. y 
Adecco Outsourcing, S.A.U., publicado en el BOE de 4 de julio de 2017, y no el de 
Grandes Almacenes inicialmente mencionado, y que el aplicable, a los efectos que aquí 
interesan, tipifica como falta grave faltar hasta dos días al trabajo durante un mes sin 
causa justificada y como falta muy grave faltar más de dos días al mes, siendo 
únicamente estas últimas las que pueden fundamentar el despido disciplinario. 

En ausencia de previsión específica en la norma convencional sobre el modo de 
cómputo del período mensual, el TS acude a su jurisprudencia consolidada en materia 
de absentismo laboral, desarrollada en relación con el derogado art. 52 d) ET, conforme 
a la cual los meses deben computarse de fecha a fecha y no como meses naturales, al 
objeto de evitar que queden excluidas del cómputo ausencias producidas en días 
consecutivos pertenecientes a meses naturales distintos. Este criterio se considera 
coherente con la finalidad de la norma disciplinaria y con lo dispuesto en el art. 5 del 
Código Civil, que establece que los plazos señalados por meses se computan de fecha 
a fecha. 

La sentencia refiere, igualmente que el convenio colectivo aplicable fue negociado y 
publicado cuando dicha doctrina jurisprudencial ya se encontraba consolidada, sin que 
los negociadores introdujeran previsión alguna que permitiera un criterio distinto en 
materia disciplinaria, advirtiendo que el principio in dubio pro operario, no resulta 
aplicable en el caso examinado toda vez que no existe una duda interpretativa real una 



  
SAGARDOY LEGAL NEWS – FEBRERO 2026 3 

 

 

vez aplicados los criterios literal, sistemático y jurisprudencial. Dicho principio, matiza 
el TS, opera únicamente como criterio de cierre cuando, agotadas las técnicas 
interpretativas ordinarias, persiste la incertidumbre sobre el sentido de la norma, lo que 
no concurre en el supuesto enjuiciado en esta sentencia. 

En coherencia con lo anterior, el TS concluye que el período de “un mes” debe 
computarse como un período continuado desde la primera de las ausencias 
injustificadas y que, conforme a dicho cómputo, la trabajadora incurrió en una falta muy 
grave que justificaba el despido disciplinario. Lo que le lleva a estimar el recurso de 
casación para la unificación de doctrina interpuesto por la empresa, casar y anular la 
STSJ de Madrid y confirmar la sentencia de instancia que declaró la procedencia del 
despido, sin imposición de costas y con devolución de los depósitos y consignaciones. 

 

 
COMPLEMENTO DE IT Y GUARDIAS MÉDICAS 

 

STS 1282/2025, de 18 de diciembre de 2025, rec. 86/2024 

La sentencia resuelve un recurso de casación ordinaria interpuesto por el Parc Sanitari 
Sant Joan de Déu frente a la STSJ de Cataluña núm. 8/2023, de 27 de marzo, dictada en 
procedimiento de conflicto colectivo promovido por UGT-Serveis Públics de Catalunya, 
con intervención del MF, en relación con la interpretación del art. 53 del II y III Convenio 
colectivo del SISCAT, relativo al complemento empresarial de la prestación de 
incapacidad temporal. 

El conflicto se suscita en torno a la determinación de si el complemento de la 
prestación de IT previsto en el citado precepto convencional, consistente en garantizar 
el 100 % de las retribuciones fijas y periódicas percibidas el mes anterior, debe incluir o 
no las cantidades abonadas en concepto de guardias médicas, tanto presenciales 
como localizables. La organización sindical demandante sostenía que la exclusión de 
las guardias impedía alcanzar el 100 % del salario, defendiendo que dichas 
retribuciones debían considerarse fijas y periódicas, mientras que la empresa 
demandada mantenía que las guardias, al igual que otros conceptos variables, carecen 
de tal carácter y quedan excluidas del complemento de IT. 

La sentencia de suplicación estimó parcialmente la demanda, reconociendo el derecho 
de los trabajadores a que el complemento de IT incluyera las guardias médicas, con 
efectos económicos retroactivos desde abril de 2020, si bien excluyó expresamente 
otros conceptos variables, como los pluses de sábado, domingo y festivos, las horas 
extraordinarias y la dirección por objetivos. Frente a dicha resolución, la empresa 
interpuso recurso de casación ordinaria articulando, en primer lugar, la infracción del 
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art. 53 del Convenio colectivo del SISCAT, por considerar incorrecta la calificación de 
las guardias como retribuciones fijas y periódicas, y, en segundo término, la infracción 
del art. 53 LGSS en relación con el alcance temporal de los efectos económicos 
reconocidos. 

El TS delimita el objeto del recurso como un problema de interpretación de una mejora 
voluntaria de la acción protectora de la Seguridad Social, recordando que este tipo de 
mejoras se rigen por el principio de libertad reconocido en el art. 41 CE y por lo dispuesto 
en el título constitutivo que las establece, conforme a su doctrina reiterada. Precisa 
asimismo que su jurisprudencia anterior sobre el art. 53 del Convenio del SISCAT se 
había centrado exclusivamente en el alcance temporal de los efectos económicos del 
complemento de IT, sin haberse pronunciado hasta el momento de forma directa sobre 
la inclusión o exclusión de las guardias médicas en dicho complemento. 

Abordando por primera vez esta cuestión de fondo, la Sala realiza un análisis 
sistemático y contextual del II y III Convenio colectivo del SISCAT y destaca que las 
guardias médicas, tanto presenciales como localizables, se regulan conjuntamente 
con otros conceptos de retribución variable, como las horas extraordinarias, y se 
abonan conforme a un precio por hora, en función del número de guardias 
efectivamente realizadas y de su tipología. Subraya que la cuantía mensual percibida 
por este concepto no es constante ni homogénea, sino que depende de factores 
variables y aleatorios, como el número de guardias efectuadas en cada período, su 
carácter presencial o localizable, el día concreto de realización y las necesidades 
asistenciales del servicio, lo que impide calificarlas como retribuciones fijas y 
periódicas en el sentido exigido por el precepto convencional. 

El TS recuerda que, conforme a su doctrina consolidada, solo puede considerarse fija y 
periódica aquella retribución que se percibe en la misma cuantía todos los meses, 
criterio que ya había llevado a excluir del complemento de IT otros conceptos variables, 
como los pluses de fines de semana y festivos o las horas extraordinarias. Desde esta 
perspectiva, la Sala advierte de la incoherencia que supondría excluir dichos conceptos 
por su carácter variable y, sin embargo, incluir las guardias médicas, cuya cuantía 
mensual presenta un grado de variabilidad incluso superior, al depender de múltiples 
circunstancias no predeterminadas ni uniformes. 

Esta conclusión se ve reforzada por la técnica normativa empleada por el propio 
convenio colectivo, que distingue claramente entre el régimen del complemento de IT, 
limitado a las retribuciones fijas y periódicas, y otros supuestos específicos -como 
nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción, cuidado de menores o 
situaciones de violencia de género o sexual- en los que sí se garantiza la totalidad de la 
retribución ordinaria. En estos últimos casos, el propio convenio prevé expresamente, a 
partir del 1 de enero de 2023, el cálculo mediante un promedio duodecimal de guardias 
y pluses, previsión que, a juicio de la Sala, evidencia de forma clara que las guardias no 
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son consideradas retribuciones fijas, sino variables, y que su inclusión en el 
complemento de IT requeriría una habilitación expresa que no existe. 

Para el TS, esta diferencia de tratamiento pone de manifiesto que el convenio no 
atribuye carácter fijo ni periódico a las guardias médicas y que su inclusión en el 
complemento de IT supondría desnaturalizar la voluntad negociadora, equiparando 
indebidamente el concepto de “retribuciones fijas y periódicas” con el de “salario total”. 
Añade que la tesis sostenida por la parte demandante conduciría a resultados 
aleatorios y disfuncionales, haciendo depender la cuantía del complemento de IT de 
circunstancias variables y no homogéneas, incompatibles con la finalidad de 
estabilidad y previsibilidad que caracteriza a este tipo de mejoras voluntarias de la 
acción protectora. 

En consecuencia, el TS, de conformidad con el criterio del MF, concluye que la 
retribución por guardias médicas, tanto presenciales como localizables, no tiene 
carácter fijo ni periódico y, por tanto, no debe integrarse en el complemento empresarial 
de la prestación de incapacidad temporal previsto en el art. 53 de los Convenios del 
SISCAT. La estimación de este primer motivo del recurso hace innecesario el examen 
del segundo, relativo al alcance temporal de los efectos económicos, al conducir 
necesariamente a la desestimación íntegra de la demanda de conflicto colectivo. 

Por todo ello, el TS estima el recurso de casación ordinaria interpuesto por el Parc 
Sanitari Sant Joan de Déu, casa y anula la STSJ de Cataluña de 27 de marzo de 2023, 
desestima la demanda colectiva interpuesta por UGT-Serveis Públics de Catalunya y 
absuelve a la parte demandada de la pretensión formulada en su contra, sin imposición 
de costas y con devolución del depósito para recurrir. 

 

 
DESPIDO POR INEPTITUD SOBREVENIDA  
Y OBLIGACIÓN DE AJUSTES RAZONABLES 

 

STS 1284/2025, de 22 de diciembre de 2025, rec. 3965/2024 

La sentencia resuelve el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto 
por Leroy Merlin España, S.L.U. frente a la STSJ de Madrid núm. 480/2024, de 20 de junio, 
rec. 149/2024, que confirmó la improcedencia del despido por ineptitud sobrevenida de 
una trabajadora. 

El litigio se centra en la extinción contractual acordada al amparo del artículo 52.a) ET, 
tras la declaración de la trabajadora como “no apta” por el servicio de prevención, y en 
determinar si dicho informe, por sí solo, resulta suficiente para justificar la procedencia 
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del despido, sin haber intentado previamente medidas de adaptación del puesto de 
trabajo o de recolocación en otro compatible. 

El procedimiento trae causa de la sentencia del Juzgado de lo Social nº 2 de Madrid, de 
13 de octubre de 2023, que declaró improcedente el despido al considerar que la 
empresa no había acreditado haber cumplido con su obligación de readaptar el puesto 
ni de recolocar a la trabajadora, ni tampoco la imposibilidad de tales medidas. 
Interpuesto recurso de suplicación por la empresa, el TSJ de Madrid lo desestimó, 
confirmando la improcedencia del despido y razonando que el informe del servicio de 
prevención constituía el único elemento probatorio aportado, resultaba escueto y no 
acreditaba la imposibilidad absoluta de adaptación o recolocación. 

Frente a dicha resolución, la empresa interpuso recurso de casación para la unificación 
de doctrina, articulando un único motivo y aportando como sentencia de contraste la 
dictada por el TSJ de Castilla-La Mancha, de 9 de febrero de 2023, que había declarado 
procedente un despido por ineptitud sobrevenida en un supuesto igualmente fundado en 
un informe de “no apto”. La empresa sostenía que, emitido dicho informe y en ausencia 
de previsión convencional específica, no existía obligación empresarial de adaptación ni 
de recolocación, por lo que la extinción objetiva debía considerarse ajustada a derecho. 

La parte trabajadora se opuso al recurso alegando la inexistencia de contradicción, al 
entender que, a diferencia de lo ocurrido en la sentencia de contraste, en el caso 
enjuiciado la empresa no había acreditado haber agotado las medidas de adaptación 
razonable ni haber ofrecido puestos alternativos compatibles. El MF interesó igualmente 
la desestimación del recurso. 

La Sala aprecia, no obstante, la concurrencia del presupuesto de contradicción exigido 
por el artículo 219 LRJS, al constatar que ante despidos por ineptitud sobrevenida 
basados en informes de “no apto” del servicio de prevención se alcanzaron soluciones 
distintas: improcedencia en la sentencia recurrida y procedencia en la de contraste. 

Entrando en el fondo del asunto, el TS recuerda su doctrina previa sobre la ineptitud 
sobrevenida, en particular la contenida en la STS 177/2022, de 23 de febrero, en la que se 
define la ineptitud como una imposibilidad permanente para el desempeño de las 
funciones esenciales del puesto de trabajo y se delimita el valor probatorio de los 
informes de los servicios de prevención. La sentencia insiste en que dichos informes 
tienen carácter informativo y preventivo, no constituyen por sí solos prueba concluyente 
de la ineptitud y deben identificar con precisión las limitaciones funcionales y su 
incidencia sobre las tareas del puesto, sin revelar patologías ni datos clínicos protegidos. 

La Sala subraya que la decisión extintiva no puede adoptarse de forma automática sobre 
la base de un informe de “no apto”, siendo exigible que la empresa acredite haber 
intentado, con carácter previo, la readaptación del puesto de trabajo o la recolocación 
de la persona trabajadora en otro compatible, o bien que dichas medidas no eran 
posibles o suponían una carga excesiva. 
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En este punto, el TS integra de forma expresa la doctrina del TJUE, en particular la 
sentencia de 8 de enero de 2024 (asunto C-631/22), que cita extensamente. A partir de 
dicha resolución, afirma que el artículo 5 de la Directiva 2000/78/CE se opone a una 
normativa nacional que permita la extinción automática del contrato de trabajo cuando 
la persona trabajadora ha sido declarada no apta para el desempeño de su puesto debido 
a una discapacidad sobrevenida, sin que el empresario esté obligado, con carácter previo, 
a introducir ajustes razonables o a justificar que dichos ajustes supondrían una carga 
excesiva. Precisa que la incompatibilidad con el Derecho de la Unión no deriva de la 
existencia de una causa objetiva de extinción, sino de la ausencia de una obligación 
empresarial previa de adaptación o recolocación. 

Siguiendo esta doctrina, la Sala señala que la declaración de ineptitud para el puesto 
concreto no puede operar por sí sola como causa suficiente de extinción, siendo 
necesario que el empresario examine previamente las posibilidades de mantenimiento 
de la relación laboral mediante la adopción de ajustes razonables, que pueden consistir 
tanto en la adaptación del propio puesto como en la recolocación en otro compatible, 
siempre que tales medidas no constituyan una carga excesiva. Solo cuando dichas 
posibilidades hayan sido razonablemente descartadas puede considerarse legítima la 
extinción contractual. 

La sentencia conecta esta doctrina europea con su propia jurisprudencia previa y 
menciona asimismo la evolución normativa interna, en particular la Ley 2/2025, de 29 de 
abril, aun reconociendo expresamente que no resulta aplicable al caso por razones 
temporales. No obstante, utiliza dicha norma como elemento interpretativo que refuerza 
la lectura conforme a la cual la extinción del contrato por ineptitud sobrevenida debe 
quedar subordinada al previo análisis de las posibilidades de ajuste razonable o 
recolocación. 

A partir de este marco doctrinal, el TS afirma de forma expresa que la carga de la prueba 
corresponde a la empresa, a la que incumbe acreditar que, antes de acudir a la extinción 
contractual, intentó la adaptación del puesto o la recolocación de la persona trabajadora, 
o bien que tales medidas no eran posibles o suponían una carga excesiva. El informe del 
servicio de prevención que declara a la persona trabajadora “no apta” no exonera al 
empresario del cumplimiento de dichas obligaciones probatorias. 

Aplicando esta doctrina al supuesto concreto, la Sala constata que la empresa no 
acreditó haber realizado actuación alguna dirigida a la adaptación del puesto ni a la 
recolocación de la trabajadora, ni justificó la imposibilidad o el carácter excesivamente 
gravoso de dichas medidas. En consecuencia, considera que no se han cumplido las 
exigencias materiales y probatorias derivadas del artículo 52.a) ET interpretado conforme 
al Derecho de la Unión y a la jurisprudencia del TJUE, lo que conduce a confirmar la 
calificación del despido como improcedente. 
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Por todo ello, el TS desestima el recurso de casación para la unificación de doctrina 
interpuesto por Leroy Merlin España, S.L.U., confirma la sentencia dictada por el Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid y declara la firmeza de la improcedencia del despido, con 
condena en costas y pérdida del depósito. 
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